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Su Excelencia

Maruja Gorday de Villalobos
Ministra de Educación

Ciudad

Ref.: Reconocimiento de pago según años de servicios en la ¡nstitución de los Psicólogos/as
y Trabajadores/as Sociales.

Señora Ministra

Atendiendo la atribución constitucional consagrada en el numeral 5 del artículo 220 dela Carta Magna, y lo

dispuesto en el numeral 1 del articulo 6 de la Ley No.38 de 3'1 de julio de 2000, "Que aprueba el Estatuto

Orgánico de la Procuraduría de la Administración, regula el Procedimiento Administratívo General y d¡cta

d/sposiclones especla/e§', se da respuesta a su Nota DM-245-DS-18, recibida el dia 20 de nayo de 2024,

mediante la cual eleva consulta a este Despacho, en el siguiente tenor:

'¿DebeÍtos rcconoce es a esfos profesionales /os años de seruiao n¡entras

estuv¡eron nombrados de manera eventual, asi coño el pago de categorias aun

cuando estuv¡eran en esa cond¡c¡ón? Esto en consideracton que la ley fue

rcglamentada a través del Decreto Ejecutivo 173 de 3 de sept¡embre de 2014.'

Esta Procuraduria, en relación con su primera interrogante, considera que es competenc¡a privat¡va del

Ministerio de Educación, decidir respecto al reconocim iento de los años de servicio laborados. a los

icólo os/as traba adores/as sociales nombrados en esa entidad la calidad de eventuales

en virtud de los articulos 17 y 176 del Texto Unico de la Ley No.47 de 1946, " Orgánica de Educación .

En cuanto a su segunda interrogante, este Despacho opina que el Ministerio de Educación puede

reconocer el paqo del sueldo mensual conespondiente a la teooría oue le hava sido asionada a estos
profesionales. nomlrados en esa entidad pública baio la calidad de eventuales, en virtud de los articulos
17 y 176 del Texto Unico de la Ley No.47 de 1946; el articulo 12 de la Ley N0.55 de 2002; el articulo 27 de

la Ley No.'16 de 2009 y, de la Sentencia de 6 de mayo de 2014, del Pleno de la Corte Suprema de Justicia

de Panamá.

Es importante en primera instancia indicar, que la respuesta brindada a través de la presente consulta, no

constituyen un pronunciamiento de fondo, o un criterio legal concluyente, que determine una posición

vinculante en cuanto a lo consultado.

Panamá, 30 de mayo de 2024
Nota C-094-24

. Sustento iuridico de la Procuraduria de la Adminrstración:
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l. Del princip¡o de legalidad

El principio .lurídico de legalidad, implica la aplicación de limites a los poderes del Estado, al sustentar que

tales poderes, deben ejercerse en estricto cumplimiento de lo permitido en el derecho positivo.

Dicho principio de legalidad, está contemplado en el artículo 18 de la Constitución Política de la República
de Panamá, y en el articulo 34 de la Ley N0.38 de 31 de julio de 2000, "Que aprueba el Estatuto Orgánico
de la Procuraduría de la Administración, regula el Procedimienlo Administrativo General y dicta
disposiciones especiales", que a la leka enuncian:

"At{tculo 18. Los part¡ulares so/o son responsab/es anfe las autoidades por
¡nfracción de la Constitución o de la Ley,

Los servidores públicos /o son por esas m,smas causas y tamb¡én por extralimilación
de func¡ones o por om¡s¡ón en el ejercic¡o de éslas, '

'Atliculo 34. Las actuaciones admin¡stativas en todas las enfrdades públicas se

efectuarán con arreglo a normas de informalidad, ¡nparcialidad, uniform¡dad,

economía, celeidad y eficacia, garantizando la realización opoftuna de la función

administrat¡va, sin menoscabo del debido proceso legal, con objetiv¡dad y con apego
al p ncipio de est cta lqalidad. . ..'
(Lo resaltado es de esta Procuraduría)

Este principio de derecho público constituye el fundamento en virtud del cual todos los actos
administrativos deben estar sometidos a las leyes; conforme al cual todo ejercicio de un poder público

debe realizarse acorde a la ley vigente y su jurisprudenc¡a, En otras palabras, el servidor público sólo
puede hacer lo que la ley le permital.

En adición a lo anterior, se debe man¡festar que la Sala Tercera de lo Contencioso Administrativo y Laboral
de la Corte Suprema de Justicia, en Sentencia de 8 de julio de 2009, anle consulta contenc¡oso
administrativa de interpretación prejudicial (Exp,17-2007), ha exteriorizado que el principio de legalidad no

solo involucra un estricto apego al contenido l¡teral del precepto juridico, sino que enkevé la posibilidad de

atender al sistema juridico, en interés de la protección de los derechos fundamentales de los
administrados, tal cual se razona a continuación:

"Planteado en nuestro argot cot¡diano, /o gue se busca con la consideración del
principio de legalidad es, por una pañe, que esencialmente las ertldades esfafa/es
o de Derecho Público, cumplan sus roles en estricto apego a /as dispos/clones
legales v¡gentes al tienpo en que se encuentren en la necesidad de profer¡r un acto.
ya sea, admínistrativo o jud¡cial, pero que si en dado caso no lo h¡c¡eren en ese
estricto derecho deb¡do, al rnenos sea de la mane¡a más ventajosa o menos
les¡va posible para el edministado. s¡empre que este últ¡mo hubiere actuado de
buena fe y; por la otra, que al actuarce en celidad de administradores de la cosa
pública y de su r*u¡so humano o como adm¡nistradores de just¡c¡a, se procure
resguardar el máximo posible el derecho que tienen, tanto los funcionarios

1"... se puede conclui que la f¡nal¡dad del pnnc¡pio de esticta legalidad, es garantizar que la actuac¡ón de las autor¡dades
pÚbllcás se sujete a un conjunto de reglas y nomas prev¡amente establecidas, de forma tal que se evite toda arbitrar¡edad o
abuso de podet que pueda afectar a los adn¡n¡strados". Sentencia de 24 de septiembre de 2020 de la Sala Tercera de lo
Contencioso Administrativo y Labora¡ de la Corte Suprema de Justicia de Panamá.
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públicos, cono /os us¿/arlos del slsfema, esto es, a la tutela judicial efectiva de

sus de¡echos."
(Lo resallado es de esta Procuraduría)

Se desprende asi, con meridana clar¡dad, que los actos adminislrat¡vos que en el ejercicio de sus

funciones emitan los servidores públ¡cos, deben circunscribirse a lo permitido por la ley y, en estr¡cto

cumplimiento del mandato const¡tuc¡onal; tal comportamiento, revestirá y asegurará que el acto emitido se

presuma igualmente legal.

ll. De la Ley de Canera Administrativa.

El Texto Únicoz de la Ley No.9 de 20 de junio de 1994, "Por la cual se esfablece y regula la Carrera

Administrativa" , publicada en la Gaceta Oficial N0.22562 de 21 de junio de 1994, constituye la norma

común (/ex generalisl de los servidores públicos, en lo concerniente a los derechos y deberes, y de

conformidad con su articulo 5, ibidem, interviene en forma supletoria "en /as rnsflluciones públlcas oue se

riian oor otras carreras públicas legalmente reguladas o por,eves especiales".

Los numerales 44, 47 y 53 del articulo 2, el Texto Único de la Ley No.9 de 1994, señalan:

"Articulo 2. Los srguienles téminos uf,/zados en esfa Ley y sus rElamentos, deben

ser entendidos a la luz del presente glosar¡o:

44. Seruidor ptblico. Es la persona nombrada temporal o pernanentemente en

cargos del Órgano Ejewtivo, Leg¡stativo y Judicial, de los municip¡os,

enttdades autónomas o som¡autónomas y, en general, la que perciba

remunerac¡ón del Estado.

Los seryidores públ¡cos se dasitican, para etedos de la presente Ley, en:

1. Sev¡dores públ¡cos de carrcra.

2. Servidores públ¡cos de Caffera Adm¡n¡strat¡va.

3. Servrdores públicos que no son de carrera,'

47 Sewidores pú0ricos que no son de carrua. Son /os servidores públicos no

¡ncluidos en /as caneras públicas establecidas en la Const¡tuc¡ón Politica o

üeadas pü la ley, y en pafttcular los excluidos de /ás car¡eras públius por la

Constituci ón Política.

Los servidores públrcos que no son de carrera se denorninan asi:

1. De elecc¡ón popular.

2. De libre nombramiento y remoción.

3. De nombramiento regulado porla Constituc¡ón Pol¡t¡ca.

4. De selecc¡ón.

5. En periodo de prueba.

6. Eventuales.

Servidores públicos eventuales Son aquel/os que cunplen func¡ones en
puestos púbi,cos temporales.

Así pues, se observa que la norma general, deflne como servidor públ¡co a toda persona que "perciba

remunerac¡ón del Estado", con independencia del carácter del puesto público ocupado, sea este

2 Publicado en la Gaceta Ofic¡al N0.28.729 de '11 de marzo de 2019
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permanente ("necesrdad constante del servicí0"\ o temporal ("funciones en períodos de tres a doce

meses"); por tanto, se entiende que la condición de servidor oúblico suroe de recibir un paqo reqular por

parte del Estado.

Ahora bien, la clasificación expresamente recogida en el numeral 44 del artículo 2 ut supra, obedece a si el

servidor público es de carrera administraliva, o no pertenece a ninguna carrera pública, incluyendo en este

último apartado a los seryldores públicos eventuales, los cuales "cumplen funciones en puesfos púbir'cos

temporales" . En otros térm¡nos, son eventuales los servidores públicos 0 ue n0 están adscritos a la carrera

oública v eiercen sus labores desde una sición temooral en la olanilla de la entidad.

Lo anterior indica, que las individualizaciones (permanentes, temporales, eventuales, enfre ofras),

brindadas en el Texlo Unico de la Ley No.9 de 1994, se enmarcan en Ia estruclura de personal y la
necesidad del servicio, no asi directamente con la descripción de las funciones a ejecutar, por lo que es

dable colegir que la experiencia¡ no depende del tipo de nombramiento v, oor consiouiente se ouede

adquirir en función del tiempo laborado y las funciones efectivamente eiecutadas,

Por su parte, el Pleno de la Corte Suprema de Justicia en Sentencia fechada 6 de agosto de 2014, dentro

de acción de inconstitucionalidad interpuesta (Exp. 553-10), se expresa con referencia a las calidades de

contratista y de servidor público, de la siguiente forma:

"Así pot ejemplo es ev¡dente que al celebrar una contratac¡ón con el Estado, el
particular se ve inmerso en una gama de responsablfidades y supervisiones. como

son un control previo y control posteriot en la Contralor¡a General de la República.

una lic¡tac¡ón públ¡ca, transparencia. publicidad. asi cona cualquier cláusula que sea

establecida en el contrato, o pl¡ego de pet¡ciones, pero esos sor¡ reguls/tos y

condiciones a /as g{.re se somefen /as personas naturales y jur¡d¡cas que negoc¡en

con el Estado, y esas obligaciones o condiciones gue deben cumplt no los
convie¡7en en sevidores públicos.

Lo anteior obedece a que un contrato públ¡co cons¡ste en 'un acuerdo de

voluntedes. celebrando conforme a Derccho, entre dos enlrdades esfafa/es o un

ente estatal en ejercíc¡o de la func¡ón admin¡strat¡va y un pa¡ticul sea persona

natural o jur¡dica o consorcio o asociación accidental. nacional o extranjero. del cual

surgen derechos y obl¡gaciones para ambas patles y cuya f¡nalidad es de carácter
púbtico' (Cfr. Artículo 2, numerat 17 del Terto Único de la Ley 22 de 27 de junio de

200ü),

De igual manera, esas personas naturales y juridicas, están sometidas penalmente,

haciendo extens¡vo en los del¡tos contra la admin¡strac¡ón pública (peculado), porque

la noma tutela los ¡nlereses del Estado, y el bien protegido, resulla ser el Estado, de

all¡ que por esa razon esfán sometidos a contrcles, f¡scal¡zac¡ones, supervlslones,

escrulirlos, y en tin a que sea públ¡co y transparente. cualqu¡er conces¡ón.

construcción que se haga para el Estado.

En ese senfldo, a juic¡o del Pleno no se debe confundir le cal¡dad de sev¡dor
público con el hecho de que la pe'§ona desempeñe una act¡vidad que guarde

relac¡ón con las functones de adm¡nistrar justic¡a'como por elemplo acontece en el

3 0e conformidad con la Real Academia Española es el "Conocim¡ento y not¡cia de las cosas, adquirida por el uso y práct¡ca de
e//as'. https://dle.rae.es/experiencia
¡ Cfr. numeral 18 del art¡culo 2 del Texto Único de la Ley No.22 de 2006.
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caso de los l¡qu¡dadores de un banco, cortra /os cuales se ha pretendido interponer
demandas de amparo como s¡ fuercn func¡onaios públ¡cos y respecto a lo cual esta

Supeior¡dad ha re¡tercdo que no son func¡onarios púbhco, sino mandatarios de una

soc¡edad en l¡qu¡dac¡ón (Cfr. Sentencia de 2 de octubre de 1991, EXPORT

8US/NESS vs. Liquidadores de Banco Sur). (Cfr. Sentencia del Pleno de 10 de julio
de 1998), o con aquelhs perconas naturales o jut¡d¡cas que hayan celebrado
con el Estedo conlrato de arrendamiento. concesión. desarrollo de corslrucciones
o servicios,

De all¡ que, la definición de se¡vidor público ¡nclu¡da en el añ¡ulo 123 numeral 103.

el párrafo que incluye a los pafticulares que nanejen fondos o que celebrcn

contrataciones públ¡cas, en fin cualqu¡er padicular que tenga relación con el Estado

col¡s¡one con la detinición que estab/ece la Constitucion Nac¡onal, de se\idor
públ¡co. potque como hemos venido expresando estos son nombrados por el Estado
y, prestan un servicio por el cual rec¡be una remuneración y un particular que

maneje fondos o que celebrc contatos con e, Estedo no es un seM¡dor público,
no está nombtedo en ningún cargo público, ni fome pe'le de le plenilla
esfafal '
(Lo resaltado es de esta Procuraduria)

Conforme a la norma transcrita, la Corte Suprema de Justrcia estima que: "quien celebre contratos con el
Eslado no es un seN¡dor público, no está nombrado en ningún cargo público, n¡ forma pañe de la planilla

eslatal', razón por la cual las partes deberán respetar el " acuerdo de volunfades" que hayan suscrilo.

lll. De la Ley 0rgánica de Educación,

El Texto Unico de la Ley N0,47 de 24 de septiembre de 1946s, "Orgánica de Educación", aprobado por el

Decreto Ejecutivo No.305 de 20040, en sus artículos 17 y 24, establece lo siguiente:

'Articulo 17. El M¡nister¡o de Educac¡ón tendrá a su caryo todo lo relacionado con
la educación y la cultura nac¡onales y por su conducto ejercerá el Estado su debet
esenc¡al de la cultura y la educación en todos sus aspecfos. "

"Artículo 176. Los nombram¡entos y üomociones de los m¡embros del perconal
docente y edminisúetivo del Ramo de Educación serán decrctados pot el
Órgano Ejecutivo de acuerdo con el Escatefón y las nomas que esta Ley
esfab/ece. Los fras/ados se¡án efectuados mediante resueÍtos exped¡dos por el
M ¡ n ¡ sterio de Edu cac¡ón."
(Lo resaltado es de esta Procuraduria)

5 Publicada en la Gaceta oficial N0.10113 de 2 de octubre de 1946.
6 Decreto Ejecutivo N0.305 de 30 de abril de 2004, "PoÍ el cual se aprueba el Texto Único de ta Ley 47 de 1946. ügánaa de
Educac¡ón, con numerac¡ón corida y ordenación sislemát¡ca conlorme lue d¡spuesto por el afi¡culo 26 de la Ley 50 de 1 de
nov¡embre de 2002". Publicado en la Gaceta Oficial N0.25042 de 4 de mayo de 2004.

"Anículo 24. Toda función educativa s¡stenat¡zada que el Estado lleve a cabo.

cualesquiera que sean /as ,nsf,fuclones e, que se efectúe, estará a caryo del
Ministerio de Educación y su costo será imputado a su Presupuesto. Cuando

tales funciones se lleven a cabo en inst¡tuciones bajo la dependenc¡a de otro

Min¡sterio, los funcionaios educat¡vos estaún subord¡nados a /os jefes de tales

lnst¡tuc¡ones excepto en el desempeño de su función educativa.
(Lo resaltado es de esta Procuradur¡a)
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De los articulos uf supra, se desprende la prenogativa del Ministerio de Educación para dirigir y organizar
todo lo referente a la educación nacional, y para dictar las promociones de su personal docente y

administrativo, por lo cual es de su competencia privativa decidir respecto al reconocimiento de los años
de servicio laborados no os osrl co looos VDS icól or los traba adores traba adores socialesAS VO
nombrados en esa entidad oública baio la calidad de eventuales

lV. De los psicólogos/as al servicio del Estado

La Ley N0.55 de 3 de diciembre de 2002, "Que reconoce el ejercicio de la profesión de la Psicologia y
dicta otras drsposlciones", publicada en Gaceta Oficial N0.24695 de 6 de diciembre de 2002, señala en su
artículo 3 que "conesponderá exclusivamente al psicólogo idóneo o a la pstcóloga ídónea el manejo.

enseñanza, construcción, aplicación e interpretación de pruebas proyectivas, de personalidad,
psiconeurológicas, psaomáfícas y de cualquier otro instrumento de evaluación psicologica, manual o
compularizada" ,

Por su parte, el articulo 12 ibídem, dispone la existencia de un "Esca/aión para Psicólogas y Pslcó/ogos",
que contará con "un sue/do base e incrementos por etapas... de acuerdo con los años de experíenc¡a en el
ejercicio comprobado de la profesión, su especialidad, y también se tomará en cuenta el tipo de
superuisión que se ejerce" .

El aludido escalafón salarial, fue dictado mediante el Decreto Ejecutivo No.214 de 19 de noviembre de
2007 , "Que esfab/ece el Escalafón Salaial para /os Psibó/ogoVas al seruicio del Estado", publ¡cado en la
Gaceta Oficial N0.2594'1 de '17 de diciembre de 2007, modificado por el Decreto Ejecutivo No.162 de 10 de
julio de 2017, 'Que nodifica el Decreto Ejecutivo No.214 de 19 de noviembre de 2007, que establece el
Escalafón Salarial para /os Pslco/ogoVas alservício del Estado", publicado en la Gaceta Oficial N0.28319-
B de 'l 1 de julio de 2017, que en los artículos cuarto y quinto disponen:

"Atticulo Cuaño: Los Pslcóiogoyas que estén en ejerc¡c¡o de la profesión, a patlir
de la vigencia del presente Decreto, seán ubicados en la categoría que les
corresponde, según ros eños raborcdos como Psicálogo en el sector púhlico y
cumpl¡endo cor, /os regulsltos esfaó/ecidos para ejercer el cargo de Psicólogolas.
prev¡a ceft¡f¡cac¡ón de la Of¡cina lnter¡nstituc¡onal de Recursos Hunanos de cada una
de /as lnstrÍuclones eslala/es.

Atliculo Quinto: ¿os cambios de cetego e se electuarán cada fres 13,) años
cumplidos como profes¡onal de la Psicología en la etapa o categor¡a respect¡va.
(Lo resaltado es de esta Procuraduria)

En los articulos precedentes, que rigen a los psicólogos/as al servicio del Estado, se percibe que la escala
salarial obedece, por un lado, a los años de servicio dentro del sector público (etapa o categoria) y, por

otro, a los estudios realizados y funciones desempeñadas (grado o nivel). En lo referente a las etapas o
categorias, la Ley No.55 de 2002 únicamente contemola los años de exoeriencia, con indeoenden a ouecl
el puesto desempeñado por el servidor oúbl ico sea de naturaleza tem

Cabe agregar una vez más que, el Pleno de la Corte Suprema de Justicia, en Sentencia de 6 de mayo de
2014, publicada en la Gaceta Oficial No.27623-A de 17 de septiembre de 2014, declaró rnconstitucional la
frase "y no tbne efecto retroactivo" del articulo séptimo del Decreto Elecutivo No.214 de '19 de noviembre
de 2007, por lo cual este Despacho opina que los osicólo0os/as. al iqual oue los trabai adores/as sociales
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al servic¡o del Estado. tienen derecho a 0ue les sea reconocido el oaoo del sueldo sual ouemen
corres00n da a la cateooria oue le hava srdo asiqnada.

V. De los Trabajadores/as Sociales.

La Ley N0.16 de 12 de febrero de 2009, "Que esfab/ece el Escalafón y la Nonenclatura de cargos de los
Trabajadores y Trabajadoras Socia/es y dicta otras drsposicrbnes", publicada en la Gaceta Oficial
N0.26226 de 18 de febrero de 2009, en su articulo primero, contempla entre sus objetivos el "estab/ecer

las nomenclaturas de cargos, normas, ascensos y reconocimíentos por desempeño profesional' .

'Articulo 27. A pad¡r de la entrada en vrgencia de la presente Ley, las ent¡dades
nom¡nadoras clasif¡carán a los frabajadores y Trabajadoras Soc¡aies en /os nlveles y
las categorías que les corresponden de acuerdo con el prcsente escalafón y los
aftículos 3 y 4 de la Ley 17 de 23 de jul¡o de 1981, tomando en consideración sus
años de setyicio, las evaluac¡ones técnicas del desempeñ0, los estud¡os que hayan
electuado y las func¡ones de trabajo social que les han s¡do asignadas en la unidad
técn¡co-adnin¡strat¡va de Trabajo Social donde laboran."
(Lo resaltado es de esta Procuraduria)

mismos orovienen de un nombramiento oermanente o temooral

Agrega el articulo 4 de la Ley N0.408 de 16 de noviembre de 2023,"Que modifica y deroga afticulos de la
Ley 16 de 2009, sobre el escalafón y la nomenclatura de cargos de los trabajadores y trabajadoras
sociales, y dicta otras dr'sposiciones., publicada en la Gaceta ofcial No.2991f de 16 de noviembre de
2023, que:

"Arlículo 4. Las rnsfiÍuciones públ¡cas, ent¡dades autónomas, sem¡autónomas,
mun¡c¡p¡os y patronatos ¡eclasificarán a los trabajadores y trabajadoras socia/es a
/os que se refiere el arlículo anterior en la categoría conespondiente, tonando en
consideración sus años de se/y,blo, su expeienc¡a laboral y un ninino de dos
ev a I u a c i o n e s an u ares satisfacf orias.

Los trabajadores y trabajadorus socla/es g¿,e se encuentren en una clasif¡cación
superior al Nivel I se mantendrán con la clasificac¡ón ostentada antes de la
promulgación de esta Ley y cont¡nuarán con los cambios de categoria conforme a lo
establec¡do en la Ley 1 6 de 2009.'
(Lo resaltado es de esta Procuraduría)

Asi, el citado articulo expone que las evaluaciones técnicas del desempeño deben ser satisfactorias, por lo
cual no solo basta el DO oer se. oara determin rla clasificación 0 ue debe darse al trabaiador otiem a
trabaiadora social

En este orden de ideas, se observa que, el articulo 27 de la Ley No,'16 de 2009, señala los "años de
servlclo". es decir los años laborados, entre otros elementos. como uno de los criterios a valorar oara
efeclos de la clasificación oor escalafones de los trabaiadores v trabaiadoras sociales, sin valorar si los

Luego de este reconido y análisis juridico, este despacho llega a las siguientes conclusiones:

1. En relaciÓn con su primera ¡nterrogante, considera que es comoetencia orivativa del [/inisterio de
Educación. decidir resoecto al reconocimiento de los años de servicio laborados, por los
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AS as sociales nombrados en esa entidad blica idad
de eventuales en virtud de lo establecido articulos 17 y 176 del Texto Unico de la Ley No.47 de
1946,' Orgánica de Educación" :

2. En cuanto a su segunda intenogante, opina que el Ministerio de Educación puede reconocer el paoo

sueldo mensual co ala ona ue le ha a sido asi ada a los c0 os/asn

adores/as sociales n esa entidad ública ba la calid de eventuales en
virtud de los articulos 17 y 176 del Texto Unico de la Ley N0.47 de 1946, del articulo 12 de ta Ley
N0.55 de 2002, del aiiculo2T de la Ley N0.16 de 2009, y de la Sentencia de 6 de mayo de 2014 del
Pleno de la Corte Suprema de Justicia de Panamá.

De esta manera damos respuesta a su solicitud, reiterándole que la opinión aquí vertida, no constituye un
pronunciamiento de fondo, o un criterio concluyente que determine una posición vinculante, en cuanto a lo
consultado.

Atentamente,

go Gonzá on

\

) I
Procurador de la Administración
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